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Los ayuntamientos españoles recibieron a lo largo de l
siglo pasado un buen número de atribuciones sobre te-
mas urbanísticos, las cuales estaban estrechamente tu-
teladas por el Estado . Entre las leyes más importante s
que afectaron el desarrollo urbano cabe señalar la Le y
de Alineaciones y la Ley de Ensanche de Ias Poblacio-
nes . La primera permitía la variación de los trazados d e
las calles y la segunda el crecimiento de las ciudades a
base de urbanizar terrenos rústicos .

El artículo se ocupa también de esas otras leyes y d e
leyes menores que tuvieron su incidencia en el desarro-
llo urbano, como la Ley de Expropiación Forzosa o la
de Carreteras . Las normativas expuestas en el artícul o
reflejan, de un lado, los cambios experimentados por la
economía y la sociedad española y, de otro, la ideología
y práctica de la burguesía que intenta controlar y bene-
ficiarse al mismo tiempo del proceso de transformació n
urbana.

TOWN PLANNING AND LOCAL GOVERNMEN T
SAY IN IT DURING THE 19TH CENTUR Y

The paper speaks these competencies that a begrudging
central administration allowed local government to exer-
cise, albeit on lead strings, during the last century. Of the -
se, the most important as far as city development went ,
were the laws as to re-laying out towns and that dealing
with the original municipal area's spreading out into pre-
viously rural land.

The paper is rounded out with a description of other,
minor acts that also had a bearing on urban growth suc h
as the compulsory purchase law and that dealing with
highways . The enactments here examined high point o n
the one hand the changes that the spanish economy an d
society then underwent, on the other both the ideology an d
methods of a middle class bent upon both controlling an d
enriching themselves upon a process of city change .
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En este artículo se intenta analizar Ias atribucio-
nes municipales en temas urbanísticos, especial -
mente en el último tercio del siglo xtx, pero se in-
cluyen también sus antecedentes inmediatos, lo
que significa estudiar la Ley Municipal moderada
de 1845 y otras leyes relacionadas con el urbanis-

mo y las obras públicas .
Los ayuntamientos, entre 1833 y 1868, aumen-

taron su dependencia respecto de la administra-
ción central en todos los aspectos, en buena parte

como consecuencia de la desamortización de lo s
bienes comunales que les dejó sin recursos . La s

autoridades municipales debían además respetar
una legislación que les impedía intervenir de una

forma eficaz y directa en los asuntos del propio mu-
nicipio, y particularmente en todo lo que hacía re-

ferencia al desarrollo urbano .
Centralismo y nacionalismo de Estado son la s

dos caras de una ideología ligada al aparato del go-

bierno, fundamentalmente a la alta administración,

que intenta al mismo tiempo incrementar su poder
y conseguir una conciencia nacional unitaria en be-
neficio propio . Como señala Francesc Nadal, « a
partir del modelo territorial liberal observamo s
cómo el Estado intentó reducir el carácter político
de los ayuntamientos, que eran un instrumento po-
sible de poder para la oposición progresista, y au -
mentó su carácter administrativo y burocrático .
Pero tal vez lo más importante sea el hecho de
que con esta estructura unitaria y uniforme de l a
administración local el Estado utilizó los municipio s
no sólo como entidades de su poder, sino también
como instrumentos ideológicos en su intento de
conseguir una conciencia territorial y nacional úni-

ca» (F . Nadal, 1982 : 20) .
La edición del Diccionario Martínez Alcubilla de l

año 1923, en un apartado que no tiene desperdicio
para el estudio de la administración municipal de l
siglo pasado y que se titula «El municipio en el si-
glo xLx . Centralización y descentralización munici -
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pal : Sentido de la ley vigente», expresa que los
ayuntamientos no representan nada más que una
simple división administrativa, «el último círculo a

donde alcanza y en donde se ejerce la autoridad pú-

blica» (Alcubilla, 1923 : II, 237) . La misma Ley Mu-
nicipal de 1845 reduce el papel de los ayuntamien-
tos al de cuerpos consultivos, ya que incluso su s
antiguas atribuciones estaban muy limitadas por la

misma ley y por los reglamentos, que exigen la in-

tervención y la tutela de la autoridad superior ,

como si la administración municipal fuese una su-
cursal administrativa sin autonomía propia . Lo s

ayuntamientos se convierten entonces en delega-
ciones del poder central controladas por el gober-

nador civil de la provincia, pero no en organismo s

con poder politico propio emanado de los ciu-
dadanos .

Las atribuciones de los ayuntamientos en temas

urbanos y urbanísticos están reguladas por dife-

rentes leyes, desde las municipales que fijan las

posibilidades de intervención de las autoridades lo-

cales en la construcción de la ciudad y sus debe-
res y derechos en esta cuestión, hasta toda una se-
rie de leyes sobre obras públicas, carreteras, en-

sanche de las poblaciones, o la misma Ley de Ex-

propiación Forzosa que regulaba los mecanismo s

mediante los cuales un ayuntamiento podía afectar
la intocable propiedad privada .

Todas las leyes que se ocupan de las atribucio-
nes municipales en materia urbana no son otra cosa
que un conjunto de normas que reflejan la situa-
ción de la sociedad española del siglo xIx y en es-

pecial de sus grupos dominantes . Estos grupo s

tratan de administrar la sociedad de tal forma que

su poder politico y económico quede reforzado y

se eviten al mismo tiempo los conflictos que pue-
dan surgir con las clases subordinadas . El Estado ,

administrado por la unión de la nueva burguesía de

los negocios y la antigua aristocracia, no se preo-

cupa de elaborar leyes que permitan a la ciudad de-
sarrollarse con una cierta armonía, disponer de
nuevos equipamientos y evitar el deterioro de los
barrios antiguos, sino que la única preocupación del

Estado es que las ciudades funcionen, como si fue-
sen un medio de producción más, y que no conlle-
ven problemas humanos (sanitarios, higiénicos. . . )
que puedan afectar a todos sus habitantes, y por
tanto, también a sus máximos dirigentes . Es en
este sentido como cabe entender los distintos ti-
pos de leyes que se exponen en los apartados
siguientes.

1 . Las leyes municipales

A lo largo del siglo XIX existen distintas leyes
que tratan de la organización y atribuciones de los
ayuntamientos (1823, 1835, 1840, 1845, 1856 ,
1866, 1868, 1870, 1876, 1877) . En este apartado
no trataremos de analizar una por una las anterio-
res leyes, sino solamente Ias dos que fueron má s
importantes para la administración municipal, no

tanto por su contenido -en ambos casos centra-
lizador y moderado- como por su larga duración :

la Ley de 1845 y la de 1877 .

La Ley Municipal de 1845

La Ley moderada de 8 de enero de 1845 signi-
fica para los ayuntamientos la pérdida de la amplia
intervención en la administración municipal, que ,
bajo la supervisión de la Diputación Provincial, le s
había otorgado la legislación liberal . Ahora, el al-
calde, como administrador del municipio tutelado
por el gobernador civil, gana en poder todo el qu e
pierde el ayuntamiento, reducido legalmente a u n
cuerpo consultivo y deliberador y, de hecho, a la
nulidad, tal como explica Concepción de Castro e n
su estudio sobre las ideas liberales y los munici-
pios españoles .

Las atribuciones municipales en materia de ur-
banismo y obras públicas que la Ley de 1845 con -
cedía a los ayuntamientos eran las siguientes :
a) Ocuparse de la conservación y reparación de lo s
caminos y atajos, puentes y palancas vecinales . b)
Las mejoras materiales de las que fuese suscepti-
ble la población cuando su coste no pasase de 200
reales de vellón en los pueblos de menos de 200
vecinos ; de 500 reales, en los pueblos de 200 a
1 .000 vecinos ; y de 2 .000 reales, en los que con -
tasen con una población superior a los 1 .000
habitantes .

Estas funciones eran privativas de los ayunta-
mientos, pero la ley establecía que a pesar de que
los acuerdos tomados sobre los puntos anteriores
fuesen ejecutivos, el jefe político de la provinci a
(el gobernador) podía de oficio o a instancia de una
parte acordar su suspensión si los encontraba con-
trarios a las leyes, reglamentos y reales órdenes .
Quedaba así claramente establecida la dependen-
cia del ayuntamiento respecto del gobernador que

podía en cualquier momento paralizar la actuació n
municipal.

En las cuestiones que a continuación se expo-
nen, los ayuntamientos podían deliberar de acuer -
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do con las leyes y reglamentos correspondientes ,
pero los acuerdos tomados debían comunicarse a l
gobernador, quien los debía aprobar para que la s
decisiones municipales pudiesen llegar a ejecutar -
se. Los temas objeto de deliberación eran :

1) La formación de las ordenanzas municipale s
y de los reglamentos de policía urbana y rural . 2 )
Las obras de utilidad pública que se costeasen d e
los fondos municipales . 3) Las mejoras materiale s
de que fuera susceptible la población, cuando s u
coste pasase de las cantidades señaladas anterior -
mente. 4) La formación y alineación de las calles ,
pasajes y plazas . 5) La creación o supresión de es-
tablecimientos municipales. 6) La compra o venta
de bienes muebles e inmuebles .

El artículo 85 de la misma Ley establecía que
los ayuntamientos no podían deliberar sobre otros
asuntos que los que la ley enumeraba, con lo cua l
se demostraba el papel del gobernador como con-
trolador de la acción municipal.

Si se tiene presente que el electorado estaba
compuesto por una parte de los contribuyentes y
que los elegibles eran una parte de los electores ,
la fracción que detentaba las rentas más altas, que -
da claro que toda obra urbana quedaba supeditada
a los intereses de estas minorías y en especial de
la de los elegibles, la cual estaba formada siempr e
por los propietarios, industriales y comerciante s
más importantes . Además, el alcalde y sus tenien-
tes delegados eran nombrados directamente por la
reina y el alcalde representaba el único canal de co-
municación entre el ayuntamiento y las autorida-
des superiores .

La Ley Municipal de la Restauración

La Ley Municipal de la Restauración de 2 de oc-
tubre de 1877 es más amplia y detallada que la Ley
de 1845 . La Ley de 1877 fue aprobada de acuerdo
con la Ley de Bases del 16 de diciembre del año
anterior que establece la subordinación de las au-

toridades locales al gobernador civil. La Ley de Ba -

ses proclama que los ayuntamientos son corpora-
ciones económico-administrativas y que no tiene n
carácter político, frase que indica el sometimiento

real de los ayuntamientos a la política del gobierno

y a veces incluso de los gobernantes de turno, qu e

si eran conservadores y autoritarios, llamaban a la

política municipal «actuaciones económico-adminis-
trativas», mientras que toda critica y propuesta

progresista era «politica» a secas .

La Ley Municipal de 1877 en su artículo 77 es-
tablece una serie de competencias exclusivas d e
los ayuntamientos, entre las cuales se encuentran
las atribuciones sobre temas propiamente urbanos .
En primer lugar, los ayuntamientos han de ocupar -
se del establecimiento y creación de los servicio s
municipales referentes al cuidado y ornato de la ví a
pública, comodidad e higiene del vecindario, fo -
mento de sus intereses materiales y morales, y se-
guridad de las personas y propiedades . Las atri-
buciones se concentran en nueve puntos :

1 . Apertura y alineación de calles y plazas y d e
toda clase de vías de comunicación. 2. Obras de
empedrado de plazas y calles, iluminación pública
y alcantarillado . 3 . Abastecimiento de aguas . 4 . Pa-
seos y arbolados . 5 . Establecimientos balnearios ,
lavaderos, mercados y mataderos públicos . 6 . Fe -
rias y mercados. 7 . Instituciones de instrucción y
servicios sanitarios . 8 . Edificios municipales y, e n
general, todo género de obras públicas necesaria s
para el cumplimiento de los servicios, con sujeció n
a la legislación especial de obras públicas . 9 . Vigi-
lancia y guardería .

En segundo lugar, los ayuntamientos debían te-
ner cuidado y vigilancia de los servicios municipa-
les establecidos, preocupándose especialmente de
las vías públicas, limpieza, salubridad e higiene d e
la población, tema este último que también com -
prendía la construcción y conservación de los ce-
mentarios municipales .

En tercer lugar, era competencia exclusiva d e
la administración municipal el aprovechamiento y
conservación de todas las fincas, bienes y dere-
chos pertenecientes al municipio y de todos los es-
tablecimientos dependientes del mismo, así com o
la determinación, repartimiento, recaptación, in -
versión y contabilización de todos los arbitrios e
impuestos necesarios para la realización de los ser -
vicios municipales . Era obligación de los ayunta-

mientos, en la Ley de 1877, la composición y con-
servación de los caminos vecinales, mientras que ,
en el caso de los caminos rurales, los ayuntamien-

tos podían obligar a los usuarios y propietarios d e
fincas vecinas a repararlos y conservarlos .

El artículo 73 de la Ley subrayaba como obliga-
ción de los ayuntamientos el exacto cumplimiento ,
de acuerdo con los recursos y las necesidades d e
la población, de las funciones y servicios someti-
dos a su acción y vigilancia, entre los cuales esta-
ba la conservación y reparación de las vías públi-

cas y la administración, custodia y conservación de
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todas las fincas, bienes y derechos del pueblo .

Los ayuntamientos podían formar entre ellos y
muy especialmente con los municipios vecinos aso-
ciaciones y comunidades para la construcción y
conservación de caminos, aprovechamientos veci-
nales y otros objetivos de su interés exclusivo . Es -
tas comunidades se regían por una junta formad a
por un delegado de cada ayuntamiento, presidid a
por un vocal elegido por la junta. El gobierno tenía
el deber de fomentar las comunidades y asociacio-
nes de vecinos, cuando sus finalidades hicieran re-
ferencia a la seguridad, instrucción, asistencia, po-
licía, construcción y conservación de caminos ,
aprovechamientos vecinales u otros servicios pa-
recidos .

Para otros temas no comprendidos entre la s
competencias exclusivas, los ayuntamientos obra -
ban por delegación de la autoridad del Estado y ,
por tanto, debían sujetarse a las leyes generales y
disposiciones concretas del gobierno y de los go-
bernadores civiles .

El poder de tutela de los gobernadores civile s
sobre los ayuntamientos era muy amplio e inten-
so, así, por ejemplo, para arrendar o vender un
edificio público inutilizable para su servicio y para
los contratos relativos a bienes inmuebles se ne-
cesitaba su aprobación. La supeditación del presi-
dente del consejo municipal a la figura del gober-
nador civil está muy clara en el artículo 199 de la
Ley que, en vez de otorgar al alcalde el poder mu-
nicipal ante las instancias superiores, lo convierte
en un delegado del gobierno central .

El ayuntamiento, para hacer frente a los gastos
que ocasionaban las funciones que ejercía el muni-
cipio y reseñadas en los párrafos anteriores, tenía
unos ingresos anuales formados por las rentas y
los productos procedentes de bienes propios ; los
arbitrios e impuestos municipales sobre determi-
nados servicios, obras e industrias ; el repartimien-
to general ; y los impuestos sobre artículos de co-
mer, beber y arder (los alcoholes principalmente) ,
más conocidos como impuestos de consumos .

Los ayuntamientos podían fijar arbitrios por lo s
siguientes conceptos: Abastecimiento y aprove-
chamiento de aguas para uso privado. Alcantarilla -
do. Establecimientos de enseñanza secundaria, su-
perior y especial . Licencias para la construcción de
edificios. Matadero . Utilización de lugares público s
y alquiler de sillas en plazas, calles, ferias, merca -
dos y paseos . Entierros en los cementerios muni-
cipales . Carros de transporte en el interior de la s
poblaciones .

El impuesto de consumos afectaba a los produc-
tos agrícolas y ganaderos (excepto el trigo y las ha-
rinas) y, en especial, a las bebidas que se consu-
mían en cada pueblo .

El repartimiento general debía efectuarse entr e
todos los vecinos y propietarios del municipio, in-
cluidos los que residían en otras localidades, e n
proporción a los medios económicos o facultade s
de cada cual, y con la finalidad de cubrir los servi -
cios y obras en su totalidad o en la parte que n o
cubrieran los ingresos municipales . Para realizarl o
se valoraba el importe de las rentas rústicas por
medio de la contribución territorial ; las contribu-
ciones industriales que afectaban a las fábricas, lo s

maestros artesanos, los comercios y las activida-
des de servicios, incluidas las profesiones libera -

les ; y los ingresos anuales en concepto de suel-
dos, pensiones, censos e intereses . No hace falt a
señalar que la determinación de la cuota imponible
podía ser una fuente importante de injusticias, y a
que la establecía una junta de contribuyentes, y és -
tos podían perjudicar a otros contribuyentes par a
tener ellos que pagar menos impuestos .

Los ayuntamientos, para la realización de nue -
vas obras urbanas e incluso para las obras de me -
jora, debían recurrir a la formación de presupues-
tos extraordinarios con la contribución de los afec-
tados y el reparto directo entre todos los vecinos .
Para la realización de obras públicas, los ayunta-
mientos podían también imponer prestaciones de
trabajo personal a todos los habitantes cuyas eda-
des estuvieran comprendidas entre los dieciséis y
los cincuenta años . El número de días de trabaj o
obligatorio y gratuito en beneficio del municipio n o
podía pasar de veinte al año, ni de diez días con-
secutivos . Los habitantes del municipio que no qui-
sieran trabajar directamente para la comunidad po-
dían redimir los días de prestación por el valor e n
dinero de los jornales en la misma localidad .

Un tema de especial importancia para la polític a
municipal de urbanismo era la posibilidad que lo s
ayuntamientos tenían, tanto en la Ley de 1845
como en la de 1877, de formar las ordenanzas mu-
nicipales . Las ordenanzas comprendían todo un có -
digo de derechos y deberes de los ciudadanos co n
las correspondientes penas en el caso de infrac-
ción de las normas . Las ordenanzas establecían la s
condiciones de la edificación, el trazado de las ca-
lles, la situación de las industrias peligrosas y con-
taminantes, etc ., temas de una gran complejidad y
trascendencia y que merecen un tratamiento apar-

te (J . Oliveras, 1982) .
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Las dos leyes municipales de mayor vigencia da -
ban amplias facultades de los ayuntamientos para
urbanizar la ciudad . En el siglo pasado urbanizar
significaba mucho más la expansión del área edifi-
cada que no la reordenación de las partes ya cons-
truidas . En este último caso, el ayuntamiento te-
nía la obligación de conservar las vías públicas, vi-
gilar que los edificios existentes no comportara n
ningún peligro para los ciudadanos, pero fuera d e
esta mera vigilancia no existía interés especial y
quizá ni idea, ni conciencia, en la mayor parte d e
los ayuntamientos, de planear y ejecutar una or-
denación global de la ciudad, tanto de las zonas d e
expansión como de las interiores, cuestión sobre
la cual no se llegaría a legislar hasta bien avanzad o
el presente siglo .

Los ediles tenían una idea urbanística de la ciu-
dad que se concretaba únicamente en hacer nue -
vas calles, enderezar callejuelas antiguas y mante-
ner unos equipamientos y servicios mínimos qu e
permitieran a todos los habitantes vivir, produci r
y consumir en la ciudad . De esta forma, toda ciu-
dad era al mismo tiempo lugar de desarrollo de la s
actividades económicas, centro productivo de be-
neficios y plusvalías, y lugar de reproducción de la
fuerza de trabajo.

2. Las alineaciones de las vías urbanas

En la primera mitad del siglo pasado, la única
vía legal para emprender la reforma y ensanche d e
las poblaciones eran los planes de alineaciones qu e
se basaban en la rectificación del trazado de las ca-
lles . La función de un proyecto de alineaciones era
conseguir que las calles de una población, o al me -
nos las más importantes, fuesen más rectas y má s
anchas y evitar los cambios de dirección y sentido .

La técnica de las alineaciones, que presupone fi -
jar la dirección, el sentido y la anchura de una ca-
lle, podía servir tanto para marcar un ensanch e
-nuevas calles situadas fuera del núcleo históri-

co- como también para reformar la zona antigua ,
por el hecho de que al rehacerse las casas viejas

se conseguía un nuevo trazado de la calle, más ade-
cuado a las nuevas necesidades que imponía el au-

mento de las actividades económicas, con el con-
siguiente tránsito de carruajes y circulación d e

personas .
Las primeras reformas del trazado de las calle s

medievales no fueron más que pequeños retoque s
modificadores de algunos ángulos o inflexiones ,

pero sin variar la planta de las mismas. En una se-

gunda etapa, para mejorar el trazado y hacerlo más
recto, no hubo inconveniente en cambiar la planta

y que la calle ocupase terreno de los solares par-
ticulares, de tal forma que indirectamente se inci-
día en la construcción de nuevas fachadas de las ca -
sas . Esta segunda etapa es la que se correspond e
con los planes de alineaciones.

La realización de estos planes en España fue ac-
tivada por una Real Orden de 25 de julio de 1846
del ministro de Estado y del Despacho de la Go-
bernación de la Península, en el que exponía qu e
para evitar los conflictos que se producen con mo-
tivo de la construcción de edificaciones de nuev a
planta y reedificación de los antiguos, era necesa-
rio levantar un plano geométrico de las poblacio-
nes, con sus arrabales y paseos, según el estad o
presente y a una escala 1 :1 .250. En el mismo pla-
no debían marcarse, con líneas convencionales, las
rectificaciones de las calles y plazas para que que-
dasen en línea recta .

La orden sobre el trazado de los planes geomé-
tricos afectaba a todas las poblaciones «de crecid o
vecindario» a juicio del gobernador civil. Esta in -
concreción obligó al ministro de la Gobernación, e n
febrero de 1848, a especificar que los planes era n
solamente obligatorios para las «capitales de pro-
vincia y poblaciones de crecido vecindario, que, a
las circunstancias de su riqueza y extensión, reú-
nan elementos para su progresivo desarrollo . . .
cuenten en su término o en los inmediatos arqui-
tectos con título o ingenieros que puedan levanta r
dichos planos» .

El gobierno creó la Junta Consultiva de Policí a
Urbana (1853) para establecer unas directrices ,
criterios y orientaciones urbanísticas aplicables a
todas las ciudades españolas, pero unas bases qu e
se establecen para Madrid servirán de orientació n
general para todo el Estado . En estas bases se es-
pecifica que la anchura de las calles debe estable-
cerse en función de las necesidades de tránsito d e
las mismas.

La Junta, en lo que respecta a las reformas y
rectificaciones de lineas de las calles que no pue-
dan quedar rectas, propugna que los rincones y en-
tradas y salidas de la línea de fachada sean las mí-
nimas . Igualmente recomienda que las nuevas ca-
lles no atraviesen las manzanas existentes y qu e
éstas sean de forma rectangular, al mismo tiempo
que se fomente entre los propietarios la rectifica-
ción de la línea de fachada .

Con el fin de emprender el plan de alineacione s
la Junta hace patente el respeto que se debe al «sa -
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grado derecho de propiedad», al mismo tiempo qu e
reconoce que, a veces, por encima del mismo exis-
te «la conveniencia pública y la salubridad de las
poblaciones>' . Además es consciente que como el
derecho de la propiedad suele pesar más que l a
conveniencia pública «1a Junta cree que el mod o
más seguro de hacer las reformas con la imparcia-
lidad apetecida es hacerlas cuando no se necesi-
tan; es tenerlas prevenidas, acordadas y fijas d e
un modo invariable antes que el interés particula r
venga a influir en los que hayan de hacerlas» (M .
Bassols, 1973 : 104-105) .

El texto anterior recomienda, por tanto, actua r
a priori, recomendación que en realidad se hiz o
efectiva sólo en contados casos . Lo más normal
era que el plan y la ordenanza salieran para pone r
remedio a una serie de problemas urbanos ; pero
que, al confrontarse con una realidad llena de in-
tereses e inercias, éstos prevalecieron sobre lo s
proyectos reformadores, los cuales solamente s e
realizaban en una mínima parte .

Las dificultades e inconvenientes que el cumpli-
miento de un plan de alineaciones comportaba fue -
ron expuestas por el ministro Posada Herrera e n
una «Instrucción para la elaboración y ejecución d e
los planos generales de alineaciones», de diciem-
bre de 1859 . Esta instrucción establecía que toda s
las poblaciones de más de 8 .000 habitantes debían
de tener un plan de alineaciones y fijaba las carac-
teristicas técnicas de los planos .

En la introducción del anterior documento, e l
ministro de la Gobernación se refiere a las dificul-
tades que comporta conciliar los intereses genera-
les con los privados, que, al ejercer una presión ac-
tiva e individual, basada en un derecho respetable ,
«embarazan, retrasan y ofrecen continuos obs-
táculos al ejercicio de la Autoridad perjudicando el
desarrollo de la riqueza pública e impidiendo las
mejoras que la higiene, el orden público y la via-
bilidad exigen, especialmente en nuestras pobla-
ciones, construidas en su mayor parte bajo princi-
pios enteramente opuestos a los que hoy exigen
las necesidades de la industria, del comercio y d e
la salubridad pública» .

Las nuevas alineaciones, que debían reunir la s
características de «unidad, claridad y precisión» ,
no tenían como objetivo el embellecimiento de la s
poblaciones, sino que serian utilizadas para garan-
tizar y preservar a los propietarios de las disposi-
ciones arbitrarias que pudieran adoptar las autori-
dades locales y de las luchas de los intereses par-
ticulares (papel de tutela del Estado) .

El régimen juridico de las alineaciones respect o
de las limitaciones de la propiedad quedó regulad o
por una Real Orden de febrero de 1863, que fijab a
la obligación por parte de los propietarios de avan-
zar o retroceder los limites de su parcela urbana
en función de la nueva ordenación, e impedía qu e
se efectuaran obras de consolidación en las casa s
afectadas por la rectificación de fachada . También
se regulaba el derecho de expropiar todo un solar
o una parte a causa de la apertura de una calle u
otra obra urbana de considerable interés . En este
caso, si la obra era declarada de utilidad pública ,
la expropiación previa compensación era un pas o
necesario para obligar a ceder el suelo a los pro-
pietarios contrarios a las reformas urbanas, ya que
la acción opositora imposibilitaba la realización de
unas ganancias extraordinarias a los otros propie-
tarios afectados e interesados en el proyecto .

Los planes de alineaciones, como primera me-
dida urbanística importante del siglo XIX, respon-
den a los intereses para resolver los grandes pro-
blemas urbanos que afectaban a los viejos núcleo s
amurallados : principalmente la circulación y la ex-
pansión de las edificaciones, sea en el interior de l
núcleo o bien en los arrabales fuera de las murallas .

La efectividad de los planes de alineaciones de-
bía ser muy escasa. Los planes de alineaciones re-
sultaron poco operativos, las pocas ciudades que
los hicieron no los revisaron, y las alineaciones par-
ciales de una vía urbana no imponían una expan-
sión ordenada de la ciudad, sino una solución par-
cial a un problema edificatorio, pero sin tener e n
cuenta la totalidad de la trama urbana y sus co-
nexiones, así como también los servicios que cad a
barrio debía tener.

3 . El ensanche de las poblaciones

El primer intento de regulación unitaria de l a
problemática urbanística fue el proyecto de ley d e
Posada Herrera de 1861 titulado «Ley general para
la reforma, saneamiento, ensanche y otras mejo-
ras de las poblaciones», rechazado por las presio-
nes de los propietarios y que coincide con alguna s
de las ideas utilizadas por Ildefonso Cerdá en la ela-
boración de su plan económico del ensanche de
Barcelona . No obstante, tres años después se
aprobaba la Ley de Ensanche (29 de junio de
1864), con el fin de facilitar la transformación de l
suelo urbano en las ciudades que se encontraban
congestionadas de población y deficitarias en nue -
vas viviendas .
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En el fondo, la Ley de Ensanche explicita una
preocupación política que no es otra que el man-
tenimiento del orden vigente, en base a incremen-
tar la oferta de terrenos y conseguir así una baj a
de los precios de la construcción y del alquiler de
las viviendas, con la finalidad de que éstas fueran
más asequibles a la clase obrera . La misma Le y
dice textualmente que «debe el Estado facilitar su
realización resolviendo al mismo tiempo, de est e
modo pacífica y ordenadamente, dificultades que,
miradas con cierto abandono, pueden crear graves
conflictos y tomar en momentos supremos las te-
merosas proporciones de todas las cuestiones so-
ciales y de orden público,, .

La Ley contemplaba la expropiación forzosa por
causa de utilidad pública y la compensación fiscal
al propietario que cedía voluntariamente los terre-
nos, y como que la expropiación significaba no tan-
to beneficiar el municipio, sino más bien no perju-
dicar al propietario, el ensanche se hacia a costa
de los fondos municipales, y en beneficio de los
propietarios de los terrenos .

En realidad, la Ley, más que rebajar el precio
de solares y alquileres -cosa que difícilmente con-
seguiría-, cumplía otra finalidad más implícita,
que era la de incrementar los beneficios de los pro-
pietarios y especuladores de solares . Esta finali-
dad fue muy pronto entendida por los interesados
que veían cómo la norma legal podía beneficiar am-
pliamente «el bien común» de cada uno de ellos.

La anterior situación había sido ya criticada po r
Ildefonso Cerdá cuatro años antes, en su plan eco-
nómico del ensanche de Barcelona, al afirmar que
«cuando la administración paga con fondos públi-
cos . . . los terrenos y edificios en que haya de em-
plazarse una calle, compra a los propietarios a ella

colindantes el derecho a hacerles más ricos, dupli-
cando, cuando menos, el valor de los edificios y

terrenos útiles sitos a uno y otro lado de la nueva
calle . . . La especulación de los propietarios en este

caso se funda en el capital público : la administra-
ción pública pone la base de la especulación con la

abertura de la calle : la administración pública arre-

gla la esplanación, costea los empedrados y ace -

ras y alcantarillas, y pone de sus fondos todo lo ne-
cesario hasta dejar completamente habilitada la via-

bilidad : a los propietarios colindantes les queda e l

trabajo de la explotación y percepción de benefi-

cios» (I . Cerdá, 1860, 1971 : 511-518) .

El ensanche, que se basaba en la aprobación d e

una memoria, del plan y de las ordenanzas edifica-

torias, suponía la facultad de poder ampliar el es-

pacio urbano, pero no contemplaba la ordenación
global de la ciudad, ni tampoco su reforma interio r
y saneamiento .

El Reglamento para la ejecución de la Ley d e
Ensanche, de 25 de abril de 1867, desarrolla un a
amplia normativa sobre el procedimiento de forma-
ción, elaboración y tramitación de los proyectos d e
ensanche, y a través de este reglamento se hace
patente cómo los ensanches son el antecedente
más directo de los actuales planes generales de ur-
banismo, especialmente cuando éstos solament e
se preocupan de la expansión de las ciudades . El
reglamento define el ensanche como «la incorpo-
ración (a la población) de los terrenos que consti-
tuyen sus afueras, en una extensión proporciona-
da al incremento probable del vecindario, a juici o
del Gobierno, siempre que aquellos terrenos ha-
yan de convertirse en calles, plazas, mercados, pa-
seos, jardines y edificios urbanos«, definición que
coincide con el objeto de los planes generales d e
urbanismo de los años sesenta del presente siglo .

Los proyectos de ensanche debían ir acompaña -
dos de los correspondientes planos y de una me-
moria informativa, de tal forma que los planos to-
pográficos debían transformarse en planes de rea-
lización . La memoria, eminentemente informativa ,
debía servir para justificar la ordenación urbana y
debía comprender, entre otros temas, el estudio
de aspectos topográficos, geológicos, demográfi-
cos, urbanísticos y sociales . Análisis de una reali-
dad que sirve para relacionar los planes de ensan-
che con los futuros planes generales de ordena-
ción urbana . La memoria debía ir acompañada tam-
bién de un plan general a escala 1 :2 .000 que com-
prendiera la antigua población y los accidentes to-
pográficos que la rodeasen en un radio de un kiló-
metro y de un plan económico, en el que se hicie-
ra una valoración de los costes y de los recursos
previstos y tipificados por la misma Ley . (M. Bas-
sols, 1973 : 253-260) .

La Ley de Ensanche de las Poblaciones de 1864
y su Reglamento fueron sustituidos por una nuev a
Ley de 22 de diciembre de 1876, que no implicab a
modificaciones esenciales de la anterior . El artícu-
lo 1 . ° de la nueva Ley declaraba obras de utilida d
pública las de ensanche de las poblaciones en todo
lo que se refiriese a calles, plazas, mercados y pa-
seos; y el artículo 2 .° especificaba que las solicitu-
des de ensanche con el correspondiente plan ge-
neral debían ser aprobadas por el gobierno des-
pués de haber escuchado el parecer de las parte s
interesadas .
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Para atender las obras de ensanche, además d e
la cantidad que como gasto voluntario pudiera in-
cluirse anualmente en el presupuesto municipal, se
concedía a los ayuntamientos el importe de la con-
tribución territorial y los recargos municipales or-
dinarios que durante veinticinco años satisfacier a
la propiedad comprendida en la zona del ensanche ,
y un recargo extraordinario sobre la cuota de l a
contribución territorial a satisfacer por los propie-
tarios de los edificios . Este recargo extraordinario
podía llegar al 4 por 100 de la riqueza imponible .

Una novedad respecto de la Ley anterior er a
que la zona general del ensanche podía dividirse
en dos o tres zonas parciales, con el fin de facilitar
la realización y gestión económica del mismo en-
sanche . El ayuntamiento solamente debía hacers e
cargo de las calles y de las plazas a partir del mo-
mento en que estuvieran construidas las alcantari-
llas, aceras, empedrado y establecida la ilumina-
ción correspondiente .

Las anteriores juntas del ensanche que debían
entender de los asuntos relacionados con el ensan-
che urbano fueron sustituidas por una comisión es-

pecial formada por regidores (de cinco a siete) y
presidida por el alcalde ; pero sus acuerdos debían
someterse al pleno municipal y a la aprobación de
la autoridad provincial en los casos que corres-
pondiese .

A la hora de efectuar una expropiación de acuer-
do con el plan de ensanche, si el ayuntamiento y
los propietarios mantenían discrepancia sobre los
precios de los terrenos, el gobernador civil debía
efectuar la valoración de los solares . Con esta fi-
nalidad debía formar un expediente en donde cons-
tasen los dictámenes de dos peritos, uno nombra-
do por el ayuntamiento, y el otro, por el propieta-
rio ; el importe de la contribución territorial siem-
pre que la expropiación afectara edificios ; la última
escritura de la compra del solar o de la finca, en-
tre otros datos que el gobernador estimara opor-
tuno reunir. La resolución tomada por el goberna-
dor era ejecutiva, pero podía ser recurrida por vía
administrativa .

El artículo 15 de la Ley establecía la actuación
del ayuntamiento ante la apertura de una vía pú-
blica, sin hacer ninguna referencia al plan general
de ensanche, y así esta norma abria una posibili-
dad de actuación para todos los ensanches de Ias
poblaciones que se hicieran sin plan y que eran la
mayoría . El artículo especifica que cuando «el
Ayuntamiento acuerde la apertura de una plaza, ca-
lle o paseo, tiene derecho para expropiar la totali-
dad de la finca o fincas que hayan de tener Ia fa-

chada sobre estas nuevas vías, cuyos dueños s e
nieguen a ceder la quinta parte para el servici o
público	

Esta Ley, igual que la anterior, fue pensada par a
incrementar la superficie edificada fuera del recin-
to amurallado como lo demuestra el articulo 20 d e
la Ley, el cual, al referirse a los presupuestos d e
las obras, precisa que serán siempre a cargo del
presupuesto general del municipio las del derrib o
de las murallas o tapiales que rodeen la població n
antigua y las de las nuevas murallas y fosos de
cerramiento, así como otras obras que pueda n
computarse como beneficiosas para la població n
del interior de la ciudad .

Para fomentar los ensanches se concedían exen-
ciones fiscales a las empresas y particulares que ,
en toda una zona o parte de la misma, cedieran a l
ayuntamiento la propiedad de los terrenos necesa-
rios para la construcción de calles y plazas ; la s
exenciones aumentaban si estos particulares s e
ocupaban a cuenta suya de urbanizar los terrenos .

Los ensanches son en cierto modo el comple-
mento o el desarrollo de los antiguos planes de ali-
neaciones . Primero sólo existe la preocupación de
que las calles, especialmente las nuevas, estuvie-
ran trazadas en línea recta y tuvieran una deter -
minada anchura . Después se pasa a una planifica-
ción de una zona formada por diversas calles qu e
han de constituir una prolongación de la ciudad a
base de invadir una área agrícola . La Ley de En-
sanche no significa ni una nueva concepción del ur-
banismo ni un avance notable en la modernización
del Derecho urbano que debía posibilitar la cons-
trucción y remodelación de las ciudades .

Para realizar la ampliación de las ciudades, los
legisladores favorecen a los promotores privado s
a base de concederles beneficios y el derecho a ex-
propiar las fincas de los propietarios que se nega -
sen a ceder sus parcelas para las nuevas realiza-
ciones urbanas . Los intereses privados existente s
en la realización de los ensanches y aperturas de
calles favorecían el nacimiento, tanto en las gran -
des capitales como en las ciudades medianas, de
promotores de proyectos urbanísticos, los cuale s
necesitaban de una suma notable de capital par a
emprender la construcción de nuevas calles, par-
celación de solares, y muchas veces también l a
construcción y venta de inmuebles .

4 . Otras normas referentes al urbanismo
municipal

Las leyes que de una u otra forma afectaban la
acción municipal en temas de urbanismo no fueron
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en el siglo pasado muy numerosas, quizá por el he -
cho de que al ser la ciudad industrial o la capital ad-
ministrativa una realidad nueva, el Derecho iba de -
trás de los problemas que la concentración de hom-
bres y de actividades en un espacio limitado com -
portaba . No obstante, y sin querer ser exhausti-
vos, existían distintas normas legales que confe-
rían determinados derechos a los ayuntamiento s
sobre temas más concretos que los expuestos e n
las leyes de los apartados anteriores. Estas leyes
tienen un interés y una importancia desigual, pero
es interesante darlas a conocer porque comple-
mentan la información sobre la ciudad del siglo )Ix
y hacen comprensibles determinadas obras urba-
nas que se realizaban en muchas ciudades, sobre
las cuales las Actas Municipales dan fiel tes-
timonio .

En relación a la anchura de Ias calles, una Rea l
Orden del mes de junio de 1854 dispuso que la s
vías públicas municipales debían ser de tres clase s
según su anchura. Esta ley complementaba las le -
yes de alineaciones con la finalidad de regularizar
Ia distancia entre las fachadas confrontadas e in -
tentar homogeneizar la anchura de las calles . Las
vías de primer orden debían tener una anchura de
14 metros ; las de segundo orden, entre 9 y 14 me-

tros, y las de tercer orden, entre 6 y 9 metros .
Estas anchuras debían servir también de base par a
que los ayuntamientos fijasen la altura de los edi-
ficios según el orden de las calles, la distribució n
de los pisos de cada edificio, decoración externa ,
cerramiento de jardines, etc . La ley reiteraba tam-
bién la obligación de los vecinos de pagar la cons-
trucción de las aceras hasta una distancia de tres
palmos a partir de la fachada respectiva .

Esta última obligación se repite de nuevo en una
Real Orden de julio de 1863, y en otra de agosto

de 1869 se especificaba que los propietarios de la s
fincas debían abonar los gastos que les correspon-
diera por la colocación de baldosas en las acera s
donde antes hubiera enlosado, independientemen-
te de que los propietarios hubieran ya pagado s u
parte en el momento de la construcción de las ace -

ras . La reparación y conservación de los empedra -
dos era, en cambio, una carga pública exclusiva de l

presupuesto municipal (R. O. de 3-IX-1866) .

En los pequeños pueblos no había ningún pro-

blema para conocer dónde vivían las distintas per-

sonas y las calles recibían denominaciones popula-

res . Con el crecimiento de las poblaciones y e l

correlativo aumento de sus habitantes se hacía mu -

cho más necesario distinguir unas calles de otras

y tener los edificios censados . Con el fin de que
cada ciudad no estableciera su propio sistema d e
reconocimiento numérico de los edificios, una Real
Orden del nies de febrero de 1860 aprobó las nor -
mas que debían cumplir los ayuntamientos para ro-
tular las calles y numerar las casas . En esta ley se
imponía el sistema aún vigente de numerar las ca-
lles a partir del centro urbano, con números pare s
los edificios situados a la derecha e impares los d e
la izquierda y numeración correlativa para la s
plazas .

Los problemas que ocasionaban los edificios de-
teriorados y que presentaban un estado ruinos o
eran numerosos en las ciudades del siglo pasado ,
ya que muchas casas de los núcleos antiguos eran
aún construcciones medievales, y el derrumba -
miento de una casa, además de poder atentar con-

tra la vida de los ciudadanos, podía provocar la caí-
da de las casas vecinas como consecuencia del us o
de paredes medianeras que sujetaban unas casa s
con otras . Para hacer frente a esta situación, una
Ley de 31 de marzo de 1862 especificaba las fa-
cultades de las autoridades locales y de los gober-
nadores para entender y resolver sobre los expe-
dientes relativos a la reedificación o expropiació n
de los solares en ruinas . Esta Ley es en realida d
el primer paso hacia la remodelación y reforma d e
los barrios antiguos, aun a pesar de que las posi-
bilidades de actuación solamente pudieran hacers e
casa por casa.

La renovación parcial de la ciudad se contempla-
ba también por una Ley de 1863 (9 de febrero )
que fijaba las condiciones generales que debían d e
tener las obras nuevas, así como las de reparació n
y consolidación de casas, mejoras de la fachada, y
sobre alineaciones, planos y licencias de construc-
ción. Las normas contenidas en esta Ley fuero n
paulatinamente adoptadas para la confección de la s
ordenanzas municipales de cada población .

Posteriormente, para las grandes ciudades, la
reforma interior de las poblaciones sería tratad a
por la misma Ley de Expropiación Forzosa de 187 9
y por la Ley de Regulación específica de las obras
de saneamiento y mejora interior de las grande s
poblaciones de 18 de marzo de 1895, cuya vigen-
cia entra de lleno ya en el presente siglo y qu e
afectaba a las poblaciones de más de 50 .00 0
habitantes .

Respecto a la reforma interior de las poblacio-
nes, en la Ley de Expropiación Forzosa del ano
1879 había un capítulo -la sección quinta- qu e
trataba, por vez primera, de las obras de remode -
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lación del casco antiguo, hecho bien curioso en un a
Ley General de Expropiación, pero que muestr a
los intensos lazos existentes entre expropiación y
urbanismo. El artículo 46 de la Ley fijaba que la s
poblaciones de más de 50 .000 habitantes que ne-
cesitaran una reforma interior podían formar lo s
planos totales o parciales de las obras de la zon a
afectada, «ya sea para ponerlo en armonía con s u
ensanche exterior, si lo hubiese, ya para facilitar
la vialidad, ornato y saneamiento de las poblacio-
nes» . Los ayuntamientos podían pedir la declara-
ción de utilidad pública de estas obras y, en con -
secuencia, utilizar el procedimiento de la expropia-
ción forzosa .

En las ciudades con acuartelamientos y otra s
instalaciones de uso militar, el levantamiento de
planos de la zona militar solamente podía efectuar -
se por el cuerpo de ingenieros militares, «para que
estos trabajos no tengan publicidad, ni se extiend a
fuera de las autoridades militares el conocimiento
del verdadero estado del sistema defensivo de
cada plaza» (RR. 00 . de 3-XI-1848 y 13-III-1849) .
Normalmente las obras en las instalaciones milita -
res se hacían sin pasar por los trámites normale s
de solicitud de los permisos de obra, a pesar de
que fueran muchas veces los ayuntamientos quie-
nes debieran hacer frente a los gastos ocasionado s
por las obras .

Para conciliar los intereses militares y civiles de-
berla esperarse la aparición en 1880 de un «Re-
glamento para la aplicación de las disposiciones d e
policía urbana a las construcciones militares que s e
ejecuten dentro de las poblaciones, y para escla-
recimiento y ampliación de lo que está prevenid o
por el ramo de guerra respecto a edificaciones por
los ayuntamientos o particulares en las zonas po-
lémicas de los puntos fortificados, y en todos lo s
terrenos sobre que tiene dicho ramo impuesta s
servidumbres» . La normativa establecía que s e
diese noticia a los ayuntamientos de las obras mi-
litares . Si un ayuntamiento no estuviera de acuer-
do con las obras debía comunicarlo al Capitán Ge-
neral, quien nombrarla una comisión mixta para re -
solver el tema . Si no se conseguía la conformida d
de las autoridades municipales, el asunto pasaba a
los ministros respectivos y si era preciso, al pro -
pio Consejo de Ministros . Los proyectos de obra s
militares debían estar aprobados por el Ministeri o
de la Guerra y debían respetar las normas conte-
nidas en las respectivas Ordenanzas Municipales .

Otras leyes interesantes para el urbanismo mu-
nicipal fueron las que limitaban el establecimiento

de determinadas industrias consideradas peligro-
sas o insanas (RR. 00 . de 11 de abril de 1860 y
de 19 de junio de 1861), como era el caso de las
fábricas de curtir pieles y de elaboración de gra-
sas animales, fábricas de aguardientes, hornos de
cal y de yeso ; y la Real Orden de 8 de enero d e
1884 que prohibía en el interior de las poblaciones
las industrias que comportaran peligros para la sa -
lud pública o de incendio de la población . Normas
que, al igual que otras de tipo general, fueron in-
corporadas paulatinamente a las nuevas ediciones
de las ordenanzas municipales .

De mayor trascendencia que algunas de las le -
yes anteriores fueron para la ciudad las leyes d e
carreteras y las de obras públicas de fomento . La
construcción de la red española de carreteras fu e
determinante para la aprobación de la primera Le y
de Expropiación Forzosa (la de 1836) y el paso de
las nuevas vías por la periferia de los recintos de
las poblaciones significó en muchos casos la apari-
ción de unos ensanches que comportarian impor -
tantes cambios en la morfología urbana y llegaría n
incluso a desplazar los centros gravitatorios de l a
actividad económica de las poblaciones .

Según las Leyes de Carreteras de 11 de abril
de 1848 y de 14 de junio de 1849, el municipio te-
nía la obligación de pagar la construcción y conser-
vación de una carretera cuando ésta pasaba por e l
interior de la población, así como la posibilidad d e
efectuar las expropiaciones precisas para la recti-
ficación y ensanche de la vía a lo largo de su re -
corrido y 325 varas castellanas antes de la entrad a
y salida respectiva de la población .

La Ley del 1849 daba a los ayuntamientos la po-
sibilidad de que pudieran deliberar sobre el traza -
do de la carretera, pero su opinión no tenía fuerza
legal, sino que sus opiniones pasaban a la Diputa-
ción o al Ministerio de Obras Públicas, vía gober-
nador civil, que eran las instituciones que tenían la
posibilidad de decidir y hacer cumplir sobre el tra-
zado y construcción de una vía pública de ámbit o
interterritorial . Los puntos concretos sobre los
cuales podían deliberar los ayuntamientos eran :

a) Sobre la conveniencia de que la carretera
pasase por las afueras del núcleo urbano . En est e
caso se debía indicar el trayecto y los puntos ex-
tremos de la longitud en que aquélla debía ser con-
siderada como travesía .

b) La designación de las calles, plazas, terre -
nos, entradas y salidas por donde se creyera con-
veniente fijar las travesías de la carretera, seña-
lando también sus límites .
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c) La anchura máxima y mínima de la carrete-
ra, el firme, la anchura de las aceras y otros as-
pectos accesorios de la vía pública .

d) Sobre la totalidad o parte de los gastos de
las travesías, a los que debiera contribuir el pue-
blo, la provincia o el Estado .

El ayuntamiento, por tanto, opinaba, recomen -
daba y pagaba, ya que además de las obras de
construcción y renovación, el artículo 12 obligaba
a los pueblos a facilitar, a sus costas, los obrero s
que el ingeniero necesitara para levantar los pla-
nos y fijar las alineaciones de las travesías de la s
carreteras por las poblaciones . Si había algún pro-
blema, «los alcaldes prestarán el auxilio de su au-
toridad cuando lo reclame el mismo ingeniero para
el mejor cumplimiento de la ley de este re-
glamento» .

Es también esta Ley la que obligaba a que, par a
hacer cualquier obra particular y pública al lado de
una carretera, se necesitaba el permiso del inge-
niero de carreteras de la provincia con el fin de
comprobar sobre los planos de la fachada las ali-
neaciones y rasantes . Por este motivo, cuando un

particular pedía al ayuntamiento licencia para cons-

truir una casa al lado de una carretera, se pasaba
la solicitud al ingeniero de carreteras para que de-
cidiera sobre el particular .

Complemento de la Ley Municipal del 1877 en
todo lo que hace referencia a las obras urbanas era

la Ley de Obras Públicas de Fomento de 13 d e

abril del mismo año y que la Ley Municipal no de -

rogaba, sino que remitía a ella . Esta Ley especifi-
caba que iba a cargo de los ayuntamientos la cons-
trucción y conservación de los caminos vecinales ,

las obras de abastecimiento de agua, la desecación
de lagunas y marismas y los puentes locales .

Para realizar una obra municipal, por ejemplo ,

una nueva vía de comunicación, los ayuntamiento s

debían formar los planes correspondientes, lo s

cuales tenían que estar aprobados por el goberna-

dor civil. Las obras no podían realizarse si en e l

presupuesto del ayuntamiento no había el crédito

consignado por el importe de las obras, y para ayu-

dar a su financiamiento los ayuntamientos podían

establecer impuestos o arbitrios sobre Ias obra s

que ejecutaran por su cuenta, con el fin de reinte-

grar el dinero que hubieran invertido .

Aprobado el proyecto de una obra municipal y

consignado en el presupuesto el crédito correspon-

diente, se procedía a la ejecución por el sistema

de administración o de contrata. Las obras públi-

cas a cargo de los ayuntamientos que se encontra -
ban en los planes debidamente aprobados podían
ser objeto de concesiones a particulares o a com-
pañías que lo solicitasen, de acuerdo con lo que es-
tablecía la Ley General de Obras Públicas .

Cuando los particulares o las compañías quisie-
ran emprender una obra pública en beneficio pri-
vado que no se encontrara comprendida en los pla-

nes del Estado, provincias o municipios, debían so -
licitar al Ministerio de Fomento la concesión de l
dominio público sobre el espacio que pudiera ver -

se afectado por la obra y obtener la declaración de
utilidad pública . De esta forma se abria a la inicia-
tiva privada una gran posibilidad de emprender
nuevas urbanizaciones a partir de esta Ley .

La mayor parte de las leyes anteriores limitan
la actuación municipal al fijar unas normas estric-
tas sobre la construcción de la ciudad y recortan
las amplias atribuciones en materia urbana que
suelen constar en las leyes municipales . Recorde -
mos, como ejemplo, que la Ley Municipal del 1877
establece como una de las competencias exclusi-
vas de los ayuntamientos la apertura y alineación
de calles y plazas y de toda clase de vías de co-
municación . La anterior iniciativa debía, no obstan-
te, acomodarse a otras leyes generales que esta-

blecían normas sobre el mismo tema. Si la misma
Ley de Ensanche de las poblaciones otorga a gru-
pos privados la iniciativa de promover nuevas ca-
lles en las poblaciones, entonces el ayuntamient o
ya no es el único agente que interviene en la am-
pliación del casco urbano .

El papel centralizador y controlador del Estado
en el urbanismo del siglo XIX tiene, a pesar de
todo, algunas ventajas, si se tiene en cuenta la es-
trecha mentalidad urbanística de la mayor parte d e
los agentes urbanos y el interés en la acumulació n

de beneficios extraídos de las rentas del suelo . S i
no hubieran existido unas leyes generales, al es -

tar el poder municipal concentrado en grupos de
presión económica, estos grupos habrían actuado
descaradamente para lograr sus intereses, con lo
cual numerosas cuestiones de desarrollo y refor-

ma urbana se habrian transformado en problema s
urbanos, sociales y políticos, que los mismos diri-

gentes del Estado no podían tolerar .
Las normas expuestas en este artículo reflejan ,

de un lado, los cambios que se habrian operado en
la dinámica socioeconómica, y de otro la ideología

de la burguesía dominante que intenta controlar el

proceso de transformación urbana y beneficiarse
al mismo tiempo del mismo.
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Las obras urbanas, limitadas por las leyes rese-
ñadas anteriormente, juegan un importante pape l
en la economía urbana porque toda transformación
dentro del juego del sistema capitalista supone
unas inversiones, una demanda de mano de obra ,
unos salarios y también la realización de unos
beneficios .

Fermín Abella en su Libro de los alcaldes, ayun-

tamientos y secretarios, de 1867, intenta disipar las
criticas efectuadas contra los promotores urbanos ,
porque las obras urbanas, y en particular los en-
sanches, sirven «los intereses generales de los
pueblos» . Según Abella «se cree generalmente
que el ensanche de una población no tiene más ob-
jeto que beneficiar determinados intereses y la ali-
neación de las calles, satisfacer una exigencia d e
ornato público : error craso que conviene desvane-
cer . Mejoras ambas de las más importantes qu e
está llamada a resolver la policía de construccio-
nes, no sirven intereses bastardos, sino los inte-
reses generales de los pueblos .

A su influjo no sólo cambia alegremente el as-
pecto de éstos, sino que se logra su perfecto sa-
neamiento y se ponen en condiciones más cómo -
das las vías de comunicación, mejorando notable -
mente la situación de todas las clases .

La costumbre pierde sus tradiciones y sus preo-
cupaciones acaso ; pero el trabajo aumenta su vida
y su acción, y la riqueza, circulando con más acti-
vidad y en más dilatadas esferas, cae sobre todos

y cada uno de los individuos que forman la socie-
dad como una lluvia benéfica .

La industria y el comercio se desarrollan en pro-
gresión ascendente con estas mejoras, y el prole-
tariado, encerrado siempre en círculos estrechos
y reducidos, encuentra también en ellas nuevas y
desconocidas fuentes . . . los resultados morales van

todavía más lejos» (F. Abella, 1867: 565-566) .
Las ideas expuestas en el decimonónico párrafo

anterior continúan siendo aún defendidas hoy en
día . Es cierto que con las obras urbanas se genera
un impulso económico que se extiende por la po-

blación, pero también es cierto que determinadas

obras urbanas generan inicialmente beneficios ,
pero al término de unos años generan, por falta de
una adecuada planificación, pérdidas y desecono-
mías de escala a la colectividad, y solamente los an-

tiguos promotores continúan disfrutando de los be-

neficios realizados inicialmente, al constituir la edi-

ficación y reformas urbanas una de las fuentes má s
rápidas de acumulación capitalista . q
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Figura 1 . Plano geométrico de Manresa realizado por el arquitecto Antonio Rovira y Trias
en 1847, y que va acompañado de planos parciales que contemplan la alineación de distinta s

calles y plazas .
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Figura 2 . Proyecto del trazado de una nueva calle sobre antiguas edificaciones del recinto
de la ciudad medieval . Los proyectos de reforma urbana basados en medidas higiénicas y de
mejora del ornato de las poblaciones fueron una buena fuente de obtención de plusvalías para
determinados agentes urbanos . El plano del año 1867 corresponde al proyecto de apertura de
la calle Alfonso X11 de Manresa y fue realizado por el arquitecto Modesto Fossas Pi.

9 1

Figura 3 . Proyecto de ensanche menor realizado por el maestro de obras Miguel Suaña par a
aprovechar los terrenos de un propietario deseoso de convertir suelo rústico en suelo urbano .
El piano corresponde a la urbanización de la zona del Paseo de Pedro III de Manresa (1888) .
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Figura 4. Detalle de un plano parcial de Manresa de 1849 en el que se observan las recti-
ficaciones de las líneas de fachada correspondientes a una céntrica plaza.
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Plaza de la Constitución y Salón de Santa Engracia, segunda mitad del siglo xIx .




